La Nación en un hilo

Por Julio Ligorria Carballido

Al fondo del escándalo que pronto ha sido llamado Panamágate, subyace una prueba de fuego para el sistema guatemalteco: ¿Funcionan las instituciones más allá de las artimañas de los seres humanos?

Encasillados por formalismos legales, los funcionarios responsables de facilitar el esclarecimiento de la valiente denuncia periodística enfrentan la responsabilidad de actuar con excelencia en un caso que, como muy bien se ha evaluado desde el exterior, puede definir en breve plazo el futuro de este gobierno, de la clase política y del sistema democrático en Guatemala.

La presión está planteada sin más: hay un denuncia hecha a nivel de medios de comunicación social y los implicados no parecen estar muy interesados en esclarecer satisfactoriamente los hechos. Se han escudado tras argumentos que tienen lógica a incluso sustento legal, pero que son impolíticos y que no parecen atender la mínima ética que como funcionarios de Estado deben honrar ante los ciudadanos.

Abundo en esto: Si bien es cierto que muchos guatemaltecos tienen cuentas bancarias y empresas en el exterior, los funcionarios públicos están moralmente obligados a suspender sus actividades empresariales –o alejarse consistentemente de ellas- mientras ejercen el poder, para evitar que el éxito de esas actividades se vea potenciado por la lógica influencia que se deriva de sus cargos-. Todavía más grave es un hecho coyuntural: este gobierno tiene en su haber el dudoso honor  de haber levantado los mayores escándalos financieros de que se tiene memoria, en tan solo dos años de gestión, lo cual justifica las suspicacias sobre el establecimiento de empresas y cuentas bancarias en el exterior recientemente.

Por tanto, el esclarecimiento de las denuncias es urgente. Por simple lógica política, los imputados deberían cooperar voluntariamente para solucionar el entuerto político, en aras de la gobernabilidad. Sin embargo, y esto parece ser el centro de la crisis, los mismos imputados responden con evasivas, atacan a quienes les han denunciado y ofrecen respuestas siempre y cuando sean requeridas por los tribunales. Es decir, se resisten en la práctica a esclarecer un hecho que le está causando un daño escandaloso a la nación.

¿Por qué esa actitud tan chocante para el país?  La inteligencia popular es sabia y ha sido curtida a fuerza de desengaños y fracasos. Si los imputados se resisten es porque no podrían demostrar ante una investigación profunda y ecuánime la razón por la cual abrieron cuentas bancarias y empresas en Panamá mientras ejercen el poder público. Y más allá: si hay depósitos en esas cuentas muy probablemente no todos los señalados podrán demostrar cuál es el origen de esos recursos.

Ante semejante panorama, las autoridades controladoras están en grave aprieto. Deben ser eficiente y conscientes en su trabajo, pero se sienten acorraladas por un equipo de gobierno cuyo distintivo es la prepotencia, la corrupción y el cinismo.  Torpemente pretenden dejar el espacio para que se investigue, pero fijan fechas máximas absurdas, sin duda amenazan a funcionarios intermedios y nada raro tendría si no dudaran en buscar arreglos con quienes pueden tener  información crítica sobre el tema en Panamá.

En esa ruta de colisión, buscan achacarle la denuncia periodística al mismo inexistente complot desestabilizador fraguado –según su maquiavélica imaginación- por la iniciativa privada, olvidando que los hechos han demostrado que hasta hoy, el máximo complot contra el Estado y contra los intereses del país se ha urdido y ejecutado en el gobierno. De allí ha brotado escandalosamente la corrupción; allí han nacido las peores acciones contra el andamiaje jurídico y político del país; allí ha sido asesinada la confianza ciudadana en sus autoridades...

Las autoridades responsables de esclarecer este caso –ante la falta de cooperación de los imputados- deben estar conscientes de las enormes consecuencias que sus actos tienen para el futuro de la nación. Deben ser ecuánimes, profundos y capaces de demostrar con hechos el fondo del caso.  Si no son capaces de devolver al país la posibilidad de salir adelante, mejor es confesarse incapaces y retirarse del puesto, acción que resultaría más honrosa que ocultar con una falsa gestión la verdad en un caso que tiene al país pendiente de un hilo
